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Este trabajo es realizado por un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses y europeas, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.
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Situación mundial

Los medios difunden el auge de las fusiones en EE.UU. y muestran al primer ministro británico convocando al progresismo. Parecen repeticiones de eventos de los noventa, pero el brillo ya no es el de antes. Ni uno ni otro escapan a la profundidad y el desarrollo de la crisis: la economía sigue sin repuntar y el líder progresista se debate en una crisis política de proporciones tras acompañar a EE.UU. en el ataque y la ocupación de Irak. 

Como gesto anecdótico, valga el reemplazo del economista jefe del FMI. El nuevo funcionario fue coautor de “Salvar al capitalismo de los capitalistas”, donde se sostiene que la elite empresaria mundial manipula a su favor los así llamados libre mercados para enriquecer a los ricos y empobrecer a los pobres. No es que con esto vaya a cambiar el rumbo del Fondo, el propio economista prometió que sus ideas políticas no afectarán sus decisiones económicas. Y además aseguró que “debe dejarse que la gente del país tenga voz en la determinación de una cantidad de asuntos. Pero a veces eso afecta la estabilidad financiera y económica de ese país. El FMI actuar sobre esos temas y a veces exigir ciertas acciones para que un país ingrese en el sendero económico correcto”. (BBC 3/7) Sin embargo, no deja de ser un cambio si nos retrotraemos a poco tiempo atrás, en que dentro del FMI la bondad de las “elites empresarias” y sus políticas neoliberales estaban fuera de todo cuestionamiento. 

Concentración, centralización y apertura de los mercados

EE.UU. ¿Ola de fusiones? Los medios comenzaron a mostrar un repunte de las fusiones y adquisiciones de empresas las últimas semanas. La tendencia intrínseca del capitalismo a la concentración del capital y, por ende, de la capacidad productiva (cada vez menos unidades de producción producen mayor cantidad de bienes), en este tipo de operaciones cobra su máxima expresión. Desde los bancos y entidades financieras hasta tabacaleras, tecnológicas y autopartistas, prácticamente en todos los sectores de la economía se anunciaron y concretaron operaciones de esta naturaleza. Repasemos se desarrollan las fusiones.

El valor de una empresa se calcula por la diferencia entre los bienes (efectivo, créditos, inmuebles, etc.) y las obligaciones (deudas), que expresa el patrimonio de la misma. Ese patrimonio se divide en acciones (cuyo valor nominal es el cociente entre el patrimonio total y la cantidad de acciones emitidas), que son las cuotas partes y cuyos poseedores son los propietarios de la empresa. Periódicamente, dichas acciones dan derecho a percibir una parte de la ganancia de la empresa, denominado dividendo. Existen empresas que, por su tamaño o relevancia y a efectos de incrementar las fuentes de financiamiento para solventar proyectos de expansión, etc. recurren a los mercados financieros realizando ofertas públicas de sus acciones en los mercados de valores. Cualquier inversor, a partir de ese momento pasa a tener la posibilidad de invertir su dinero en empresas lejanas e ignotas para él. Entonces, las acciones en las bolsas pasan a tener un valor de cotización paralelo al valor nominal antes mencionado, que tiene relación con la expectativa de rendimiento (dividendo) que el mercado estima otorgará a su poseedor. Pues el patrimonio de la empresa se nutre de los resultados que esta tenga año a año (proceso de acumulación de capital), los cuales podrán o no ser distribuidos entre los accionistas (dicha decisión descansa en el órgano directivo de la empresa y en los propios accionistas reunidos anualmente en asamblea). 

Así, la evolución de las bolsas de valores influye sobre el proceso de fusiones. Si bien con frecuencia no todas las acciones de la empresa se negocian en la bolsa, el valor de cotización de las acciones de una y otra empresa al momento de concretar la fusión o adquisición, es el precio de referencia, el llamado “valor de mercado”. El precio de dicha operación se basa, por ende, en las expectativas del desempeño futuro. Actualmente, las mismas se encuentran exageradamente altas: “se han activado las luces de alerta en las bolsas estadounidenses (...) algunos indicadores importantes aconsejan a los inversionistas que reduzcan la velocidad (...) la valoración y el sentimiento inversionista. La valoración simplemente calcula si las acciones son caras o baratas en comparación con las utilidades de las empresas y otras medidas de rendimiento empresarial. El sentimiento evalúa si los inversionistas son pesimistas o entusiastas. Ambas medidas han alcanzado niveles altos. Una medida habitual de valoración es la comparación del precio del índice accionario Standard & Poor’s 500 con las utilidades de las compañías que lo componen. Este múltiplo ha tocado 32 en las últimas semanas, el mismo nivel al que el índice se negociaba cuando estalló la burbuja hace tres años” (WSJA 7/7). Esto significa que el valor de cotización está muy por encima del rendimiento real de la inversión, pues el promedio histórico de este múltiplo está entre 15 y 19. La diferencia notable, lejos de acortarse, continúa incrementándose a juzgar por la evolución de los mercados de acciones (WSJ 30/6) y el comienzo del declive del mercado de bonos del tesoro norteamericano (WSJA 7/7), que es una inversión de renta fija más segura (pues su rendimiento está preestablecido).

Teniendo en cuenta que aún no hay indicios de una recuperación económica real y sostenida, parecería descabellado este nuevo repunte del mercado accionario. Una respuesta la podemos hallar en la forma en que se concretan las operaciones, las cuales se realizan mediante una combinación de pago en efectivo, intercambio de acciones y asunción de la deuda de la empresa adquirida (en el caso de compra de una por otra). El intercambio o pago en acciones implica que a los accionistas de las empresas se le van a canjear las mismas por acciones de la empresa nueva en forma proporcional. Esto hace que el valor de las acciones previamente a la celebración del acuerdo busque ser incrementado, para poder adquirir la mayor cantidad mediante acciones. Este supuesto auge parece ser simplemente eso: “el puñado de acuerdos concretados este año no fue suficiente para levantar el alicaído mercado global de fusiones y adquisiciones durante el segundo trimestre. La actividad mundial permaneció por debajo de los niveles establecidos en el segundo trimestre del año pasado, que ya había sido lento. En los últimos tres meses, se anunciaron acuerdos por un valor de 288.800 millones de dólares en todo el mundo, frente a casi 328.000 millones en el segundo trimestre de 2002, según Thomson Financial. Pero además del valor, el número de acuerdos también cayó: durante el segundo trimestre, se anunciaron 5.930 acuerdos, en comparación con 6.566 en el mismo período del año pasado” (WSJA 1/7). Es la necesidad de influir en el valor de las acciones por parte de las empresas involucradas en los intentos de concentración de capital, lo que motiva la continua formación de opinión al respecto. Luego de las continuas revelaciones de fraudes contables desde el caso Enron, –inflar los estados contables de las empresas mostrando resultados inexistentes para así predisponer a la compra de los títulos accionarios– las empresas pasaron de esas estrategias poco sutiles, a otras que quedan al alcance de las verdaderas gigantes: “Citigroup Inc. se unió al desfile de empresas que aumentan sus dividendos al elevar los suyos un 75% (...) los dividendos, esos pagos trimestrales que los inversionistas y las empresas consideraban irrelevantes durante la burbuja bursátil, han vuelto a estar de moda, impulsados por las mejores condiciones de negocios, inversionistas que buscan la relativa seguridad de acciones que pagan dividendos y, quizás lo más importante, un recorte tributario que ha hecho que los dividendos sean más valiosos para los inversionistas”(WSJA 15/7). En rigor, ante la existencia de pocos balances que arrojan resultados atractivos, deja de ser una buena noticia el hecho que los dividendos “están recibiendo más atención que las ganancias” (WSJA 15/7) como manifestó un analista de Standard & Poor’s.

En este contexto podemos entender también la desilusión de los mercados financieros ante la baja de 1,25% a 1% de la tasa de referencia en EE.UU. por parte de la Reserva Federal el 25/6. El sector financiero esperaba un descenso a 0,75%, que hubiese significado para las empresas un menor costo de financiamiento (para adquirir otra empresa o para refinanciar la deuda asumida) (WSJA 26/6), aunque eso afecte severamente ciertas colocaciones financieras de renta fija como los bonos, al punto tal de que las empresas dedicadas a su administración no hubiesen podido cubrir los costos fijos.

Conflictos comerciales en la Organización Mundial del Comercio (OMC). 

Lejos de acercarse a cierto tipo de acuerdo con vistas a la próxima cumbre de la OMC que se realizará en México, se suceden choques y denuncias en torno a varios temas. No hay espacio para todos y cada uno intenta defender su lugar. 

Acero. UE vs EEUU. La OMC falló a favor de la UE frente a EE.UU., expresando que “las tarifas norteamericanas para el acero rompen las reglas de la OMC” (BBC 11/7). La medida habilita a Bruselas para imponer tarifas a sus importaciones desde EE.UU. por valor de 2.200 millones de dólares, como forma de compensar el daño que EE.UU. provocó a la UE con las tarifas del acero. Recordemos que en marzo de 2002, y ante la presión de empresarios y gremios del sector, el gobierno de Bush impuso una suba de aranceles del orden del 30 % a las importaciones. EE.UU. pretendió ampararse en los acuerdos temporales de salvaguardas de la OMC, y anunció que apelará la decisión, pero en este organismo la visión que prima es que se debe gestionar globalmente (es decir, con inclusión de otros productores de peso, como la UE, Japón y Brasil) la sobrecapacidad del sector. Una regulación planteada desde hace tiempo, pero que nunca se lleva a cabo.

Productos genéticamente modificados (PGM). EEUU vs UE. El Parlamento Europeo ha votado una nueva reglamentación para PGM que, si pone fin a la moratoria que pesaba sobre la mayor parte de ellos (con excepción, fundamentalmente, de la soja), establece formas de etiquetado que EE.UU. (principal productor de PGM, y que ya denunció a la UE ante la OMC) juzga anticomerciales. 
Subsidios. Países agrícolas vs UE. Australia anunció que iniciará acciones contra la UE en dicho organismo en referencia a los subsidios al azúcar. La UE, principal exportador mundial de este producto, destina 6.500 millones de dólares anuales para sostener esta producción, y 2.700 millones para subsidiar su exportación. Australia contará probablemente con el apoyo de otros productores como Tailandia, países africanos, del Caribe, y Brasil. Lula fustigó, en la “Cumbre de Gobernabilidad Progresista” de Londres, la falta de decisión de la UE para avanzar en la reforma de la Política Agraria Común (PAC). 

Acuerdo sudamericano. Los presidentes de Brasil, Argentina y Chile acordaron impulsar un ataque conjunto para lograr mayor acceso a los mercados mundiales. Se acordó mantener una posición común contra los subsidios agrícolas, la legislación antidumping (los países desarrollados la utilizan para justificar barreras proteccionistas: EEUU justificó los aranceles al acero acusando de dumping al resto del mundo) y los derechos de propiedad intelectual. Éstos son cuestionados por los líderes latinoamericanos porque perjudican a los países más pobres, que son importadores netos de tecnologías patentadas, tales como medicamentos y semillas. (para más desarrollo sobre los bloques sudamericanos, ver página 15) 

Detrás de cada conflicto se distinguen grandes intereses: si desde Sudamérica es clara la necesidad de libre comercio agrícola, la propiedad intelectual daría a EE.UU. una parte no menor de los beneficios de ese comercio, ya que son laboratorios e industrias químicas de ese país, los dueños de los paquetes tecnológicos utilizados en la producción agrícola de punta. Por otro lado, al interior de la UE, se aprobó hasta 2006 una reforma de la PAC que preserva sus principios básicos de sostener la propia producción mediante un acuerdo entre los gobiernos de Francia (principal beneficiaria) y Alemania (principal aportante). Con ello se mantiene la protección a los productores locales por las dos vías vigentes hasta hoy: subsidios y regulación de los PGM.

Recesión y Desempleo

EE.UU. La tasa de desempleo volvió a subir en junio un 0,3% para ubicarse en 6,4%, la mayor en 9 años (NYT 4/7), teniendo lugar desde que Bush asumió como presidente, la destrucción 3.400.000 puestos de trabajo. Esto representa un deterioro insoslayable para el trabajo en EE.UU., pues el resto de los indicadores relacionados con el empleo también profundizaron su caída. El subempleo, relativamente poco considerado por los analistas, subió dramáticamente desde el derrumbe de la burbuja tecnológica: “entre julio de 2000 y mayo de este año (...) el número de trabajadores que manifiestan que trabajan a tiempo parcial por las malas condiciones de trabajo o porque no tienen alternativa se elevó un 47%, de 3.100.000 a 4.600.000” (WP 28/6). Asimismo, el tradicional aumento del empleo de verano, particularmente entre los jóvenes, alcanzó su menor nivel en 55 años (NYT 14/7). Mientras que el desempleo entre la raza blanca prácticamente no sufrió modificaciones (la tasa pasó de 5,4% a 5,5%), entre la población negra se incrementó notoriamente (de 10,8% a 11,8%).

El empleo estatal, por su parte, comenzará a dejar de ser un factor de contrapeso a la declinación en el sector privado, pues las finanzas públicas se deterioran a ritmo avasallador. A los déficit estatales que venimos marcando en análisis anteriores, se suma la reciente proyección del presupuesto federal, según el cuál “la Casa Blanca prevé un déficit de 455.000 millones de dólares en el presente período fiscal, holgadamente el mayor de la historia y 150.000 millones mayor que el previsto cinco meses atrás (...) lo que representa un 4,2% de toda la economía norteamericana (...) también se prevé un déficit de 475.000 millones para el período fiscal 2004, que comienza el 1º de octubre de este año (...) de 304.000 millones en 2005, 238.000 en 2006, 213.000 millones en 2007 y 226.000 millones en 2008. Significará en todo ese período un incremento de 1,9 billones de dólares de deuda pública, elevando la misma a 8,6 billones” (NYT 16/7). Es importante destacar que estas previsiones no incluyen los 3.900 millones mensuales de costo de mantenimiento de las tropas en Irak ni los 48.000 millones que costó la guerra.

UE. Las contradicciones del Pacto Fiscal. 

Ofrecer datos acerca del estancamiento de la economía europea ya resulta redundante: baste señalar que el desempleo en la eurozona fue en mayo de 8,8 % (una suba de 0,5 % en la tasa interanual) mientras que el desempeño industrial bajó por noveno mes consecutivo. Lo más grave es que, de las cuatro economías principales de la UE, la 1ª y la 4ª (Alemania e Italia) están en recesión técnica (dos trimestres consecutivos a la baja), mientras que la 2ª y 3ª (Francia y Reino Unido) se acercan peligrosamente. La tasa de crecimiento de la zona euro declina persistentemente: 2,3 % entre 1980-1993, 1,9 % entre 1993-2002, 1 % en 2003. En palabras de Pedro Solbes, comisario de Asuntos Económicos de la UE, “Europa tiene un crecimiento anémico” (LM 7/7).

La situación ha provocado un cuestionamiento abierto por parte de los referentes políticos de las principales economías de la zona del Euro, al Pacto de Estabilidad y Crecimiento, acordado en 1997, que obliga a los gobiernos de los países miembros a no exceder el 3% de déficit fiscal so pena de sanciones por parte de la Comisión tras tres años de incumplimientos consecutivos (el objetivo, cada vez más utópico, es el de lograr un “déficit cero” para 2006). Pero esta es la situación exacta en la que se encuentran Alemania y Francia, y a la que Italia, con un déficit proyectado del 2,9 % para 2003, parece acercarse inexorablemente (la deuda pública italiana se halla descontrolada y equivale a un 100% del PBI). El propósito inicial de contener la inflación del euro mediante rigor presupuestario parece cada vez más absurdo teniendo en cuenta que: 

· el estancamiento de la economía europea parecería aconsejar expandir la demanda (y el rigor presupuestario la contrae)

· el euro tiende a apreciarse, lo que perjudica las exportaciones europeas

· las otras dos grandes economías, EE.UU. y Japón, intentan reactivar por vía del déficit (4,6 % y 7,7 % del PBI respectivamente). 

Por eso, el ministro de Economía alemán, Hans Eichel, ha expresado que “la estabilidad no es la prioridad ahora: necesitamos crecimiento” (BBC 15/7). El italiano Prodi lidera un grupo dentro de la Comisión favorable a la ampliación del límite al 5%. Y el presidente francés Chirac, caracterizó al pacto como “un sostén provisorio, que debe ser flexibilizado” (LF y BBC 14/7). La respuesta de los “fiscalistas” del Ecofin (ministros de Economías de la UE) fue agria: Gerrit Zalim, de Holanda, expresó que “el 14 de julio era el día en que fue asaltada la Bastilla, y ahora es el día en que fue asaltado el Pacto de Estabilidad. Lo de la Bastilla fue mejor idea” (BBC 15/7). Pero es importante señalar que las contradicciones del Pacto no se refieren a un duelo entre “estatistas y privatistas”: la misma naturaleza de las reformas que promueve tanto la Comisión como los organismos internacionales del capital (FMI, OCDE) requieren de un aumento, y no una reducción, del déficit. Ejemplo: el proyecto alemán de reducir los impuestos patronales (que Schroeder intenta imponer sobre la base de una “Ley de Excepcionalidad Económica”) y en Francia la iniciativa del primer ministro Raffarin de reducir aportes para las empresas que generen inversión extranjera directa, están inspiradas en las teorías de la administración norteamericana, que inevitablemente generan un desplazamiento de riqueza hacia el capital que el estado debe solventar con déficit. Las contradicciones, así, están instaladas al interior mismo del capital; según el diario Le Monde, “el problema de Europa es que no sabe lo que quiere” (LM 7/7). O bien, que sí sabe que quiere –ajustar–, pero no sabe cómo lograrlo.

O debe hacerlo diciendo que no lo hace: el ministro de salud francés anunció la eliminación de 84 medicamentos de la lista de Servicio de Reembolsos Médicos financiada por el estado, lo que permitirá un ahorro anual de 42 millones de euros (inicialmente, el gobierno intento eliminar 150 productos, para luego, con el proverbial estilo francés, sentarse a “negociar”). Las asociaciones sanitarias deploraron el carácter unilateral de la medida, pero es particularmente interesante ver la opiniones de los propios laboratorios. Para los representantes del gigante Novartis Pharma, no afectado por la eliminación, “la decisión refuerza a aquellos que deciden innovar”, mientras que para el director del pequeño laboratorio Elerté, que cuenta con 4 productos entre los eliminados y pierde así cerca del 30% de sus ventas, “el estado no puede pagar la seguridad a todo el mundo y se pone a hacer economías: debe decirse la verdad, y no hablar de la ineficacia de ciertos productos” (LF 18/7).

O, según el caso italiano, Berlusconi sí sabe qué quiere y cómo hacerlo, pero desata tormentas políticas que traban el avance del ajuste. El nuevo gabinete de Berlusconi, nombrado el 7/7 para sostener el programa de reformas del ministro de economía Tremonti (cuyo único apoyo incondicional es el de la Confindustria, principal agrupamiento patronal), no duró más que cuatro días. Los demócrata-cristianos se retiraron de la coalición, mientras que la Alianza Nacional de Fini renunció al vice-primer ministerio luego de que su propuesta de profundizar la reforma de las jubilaciones (realizada en 1995) provocara la amenaza de huelga general por parte de los gremios. La oficialista Forza Italia tiene como único aliado incondicional –e indeseado– a la xenófoba Liga Norte, y no se vislumbran perspectivas para superar la recesión.

Situación política

UE. El propio Berlusconi comenzó en forma tormentosa, el 1/7, la presidencia semestral italiana de la UE, con hostilidad de la mayor parte de los medios europeos hacia él y cortocircuitos dialécticos entre italianos y alemanes. Además, propuso conformar un “super-ejecutivo” europeo con primeros ministros de todos los países, sin obtener apoyo siquiera del presidente italiano de la Comisión Europea, Romano Prodi. 

Pero las instituciones de la UE no sólo sufren a Berlusconi. La Comisión Europea debió abrir un expediente disciplinario sobre un ex-director de Eurostat, la agencia de estadísticas de la Unión, por la conformación de una “empresa delictiva” al interior del organismo dedicada a vender datos a privados. Las investigaciones en este sentido datan de fines de los 90, y eran conocidas por la Comisión, lo que hablaría de cierta complicidad.

Cumbre de Gobernabilidad Progresista. A partir este enigmático apelativo, el primer ministro inglés, Tony Blair, convocó a una reunión en Londres los días 13 y 14/7 a referentes “presentables” de la centro-izquierda mundial con el propósito algo anacrónico de afirmar la vigencia de la “tercera vía”. El momento político de Blair no parece ser el más auspicioso para liderar esta extraña coalición: cuestionado en el seno de su propio partido por su inclinación a favorecer los objetivos del capital más concentrado de su país (por ejemplo, su campaña a favor de la entrada de Reino Unido al sistema euro) y el unilateralismo norteamericano, se debate entre el crónico estancamiento industrial y las acusaciones de presentar falsos datos respecto a la posesión de armas de destrucción masiva. Para peor, la muerte en circunstancias misteriosas de David Kelly, experto en armas bacteriológicas que aparentemente habría “filtrado” los engaños del gobierno a la BBC, aporta suspicacias al tema. En estos días, y presionado por elementos de su propio partido, Blair se vio obligado a solicitar a EE.UU. que repatríe a los seis ciudadanos ingleses que se encuentran en los campos de concentración de Guantánamo. La respuesta de EE.UU. fue contundente: si el tribunal militar secreto que los juzgará los halla culpables, no se los ejecutará. Además podrán elegir a su abogado entre los abogados estatales (los mismos que “defienden” a los acusados sin recursos).

Lucha de poderes en Rusia. Así tituló The Economist (10/7) la situación en la cual el ejecutivo Platón Lebedev, de la petrolera Yukos, fuera detenido en medio de un ostentoso operativo policial, acusado de fraude fiscal y malversación en la adquisición de una empresa estatal de fertilizantes en 1994. El conflicto es interesante en cuanto ilustra los acuerdos mafiosos a través de los cuales se desarrollaron las privatizaciones masivas en Rusia (y no sólo allí) en los 90. Según The Economist, Yukos violó un “pacto de silencio” entre los antiguos administradores soviéticos –ahora devenidos empresarios– y el personal político: prescindencia política de los capitalistas a cambio de “vista gorda” por parte del gobierno para el saqueo del estado. Pero Yukos (principal petrolera rusa desde que adquirió Sibneft, y 4ª del mundo) aportó fondos para financiar la campaña de elementos afines al ex-presidente Yeltsin, como el primer ministro Kasyanov, y opositores a Putin. La respuesta del presidente fue devastadora; cuenta, naturalmente, con la simpatía de compañías menores como Rosneft y con la de la desplazada Lukoil.

Regionalización y militarización

Irak. Las repercusiones alrededor de la falsedad de los datos e informes acerca de la posesión por parte del Régimen de Saddam Hussein de Armas de Destrucción Masiva (ADM), continúan erosionando la aceptación pública de los gobiernos de Bush y, en mayor medida, de Blair. El respeto de la cadena de mando hizo que el Director de la CIA, George Tenet, asuma la responsabilidad por el deslizamiento del “dato incorrecto”, a pesar de que el mismo fuera verificado por un enviado especial a la región donde se sostuvo Saddam obtuvo el uranio enriquecido (Níger). Mientras tanto, las informaciones reveladas sobre la situación de la región combinan un progreso en relación a la producción petrolera (comenzó la exportación de crudo extraído) con escaramuzas y enfrentamientos, alguno de ellos en territorio sirio (NYT 15/7). Numerosas instalaciones y oleoductos fueron saboteados y diariamente las fuerzas invasoras registran bajas en confrontaciones. La situación dista de ser controlada, a tal punto que, luego de ser sistemáticamente rechazada la posibilidad, el Secretario de Defensa Donald Rumsfeld tuvo que admitir la posibilidad de incrementar los 148.000 efectivos en la región (NYT 14/7), a pesar de que los costos de mantenimiento de las mismas duplica lo proyectado, alcanzando los 3.800 millones de dólares mensuales. Por ello, el gobierno norteamericano impulsa el involucramiento de otros países y de la OTAN, que permitirá aliviar la carga monetaria. Asimismo, para descomprimir un sector que podía ser fuente de conflicto, EE.UU. comenzó a pagar sueldos de entre 50 y 150 dólares a 250.000 de los 400.000 soldados de las fuerzas armadas iraquíes, lo que representa una situación poco común (el ejército de ocupación abona los sueldos de su ex-adversario en la guerra). Por último, un consejo de gobierno formado por 25 iraquíes (de distintas grupos) fue puesto en funciones de alcance limitado (WP 14/7).

Mientras tanto, tanto Corea del Norte como Irán continúan siendo escrutados de cerca y presionados diplomáticamente, aunque ambos continúan con su política. El primero de ellos pasó a ser según EE.UU., la mayor y más peligrosa amenaza cuando admitió que fabrica combustible para armamento nuclear (NYT 15/7). Irán, por su parte, fue visitado por el director de la Agencia Internacional de Energía Atómica (AIEA), ElBaradei, lo que parece mostrar una posición más estable internacionalmente (NYT 8/7), aunque realizó pruebas misilísticas con alcance hasta Israel (TE 9/7) y continúa siendo empujado a firmar los protocolos adicionales del Tratado de No Proliferación Nuclear.

Gira de Bush en África. Uno de los puntos vitales de la agenda fue el establecimiento de bases militares en dicho continente (NYT 15/7). Marruecos y Túnez en primera instancia, a los que se sumarían Malí, Argelia, Senegal y Uganda, EE.UU. propicia el criterio de bases con mayor capacidad de movimiento (opuestas a las europeas). Al mismo tiempo que dilataba el envío de tropas a Liberia, el gobierno de Bush acordaba la utilización de territorio africano para establecer tropas. Muchos de los convenios entre países del continente y EE.UU. ya se encuentran en curso, con lo cuál resulta poco probable que puedan evitar el desembarco de las tropas, pues con frecuencia la existencia misma del ejército en dichos países depende de la “ayuda” norteamericana. 

Y tienen margen y decisión de hacerlo, a juzgar por la suspensión de la ayuda militar a 35 países que no accedieron a brindar inmunidad a las tropas norteamericanas (y por extensión a todo ciudadano) ante el Tribunal Internacional de La Haya (NYT 2/7). Entre ellos 35 países figuran Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela. Argentina es la única nación latinoamericana exenta de la suspensión por su calidad de aliado extra OTAN de EE.UU.. Y en el caso de Colombia –uno de los mayores receptores de ayuda militar de EE.UU.– la mayor parte de los 100 millones de dólares de este año ya fue utilizada por el gobierno de Álvaro Uribe. Igualmente los fondos para Colombia son principalmente para la lucha antidrogas, así como para otros rubros como combate a la corrupción, fortalecimiento de la democracia y reforma del Poder Judicial, por lo que no entrarían dentro de la sanción. 

Públicamente, los funcionarios estadounidenses señalan que sólo están defendiendo a sus ciudadanos ante casos "políticamente motivados". En realidad, y así lo muestra el uso del chantaje para obtener esa inmunidad, EE.UU. busca activamente destruir cualquier limitación potencial al despliegue de su poder, lo que incluye una justicia que no controla. El caso del destino de los prisioneros de Guantánamo ilustra que se desprecia incluso el propio sistema de justicia de EE.UU. 

Conflicto Social

Alemania. El sindicato metalúrgico IGMetall (el mayor gremio industrial del mundo, con 2.600.000 afiliados) debió levantar, tras cuatro semanas, la huelga cuyo objetivo era lograr para los trabajadores del este las 35 horas semanales (que los del oeste consiguieron en 1995) en reemplazo de las 38 hs actuales. El paro afectó ante todo al sector automotriz (BMW, Volkswagen, Daimler-Chrysler) pero los dirigentes parecen haber sido sorprendidos por la intransigencia patronal y la hostilidad de los medios que responden a socialdemócratas y demócrata-cristianos. Para Rolf-Dieter Bluhm, delegado de Daimler-Chrysler “Nos convertimos inmediatamente en los que bloquean las reformas que Alemania necesita para salir de la crisis: nos reprochan el hecho de tener un trabajo y quejarnos” (LM 7/7). Justamente, las empresas fundamentaron su dureza en la propia situación de muchos trabajadores: en el este, el alto desempleo (18%, el doble que en el oeste), y la cercanía de Polonia y República Checa, con salarios cuatro veces inferiores a los de los alemanes orientales (4 euros la hora contra 16,50) hacen que el principal temor sea el perder el trabajo. De hecho, por el traslado de empresas, IGMetall perdió un millón de afiliados en la última década.

Francia. El proyecto de reforma de jubilaciones fue aprobado en diputados, con escasas modificaciones: se conserva lo esencial, la homologación de públicos y privados (salvo algún régimen especial) en la elevación progresiva de los años de aportes. Se supone que no habrá sobresaltos para el oficialismo en el Senado, que también controla. La oleada de huelgas contra esta reforma, hizo que el mes de mayo fuese el peor en desempeño industrial (-1,4 %) de los últimos dos años. 

Hong Kong. Luego de masivas protestas y del envío de emisarios de Pekín, fue suspendida la aplicación de una ley “antisubversiva”, que limita la libertad de expresión y de culto. La crisis de la isla, con estatuto legal diferente al del resto de China, tiene lugar en un momento en que la desocupación alcanza cifras récord (8,3%) por la pérdida de competitividad respecto del resto del país (TE 14/7).
América Latina

La fragilidad de las democracias latinoamericanas es el tema que más preocupa a la burguesía del continente y la clase política, como ya enunciamos en el Análisis de Coyuntura número 37. Los organismos internacionales, la iglesia, distintas sectores de la burguesía, y la clase política en general, plantean la necesidad de reforzar continuamente las alicaídas democracias del continente. Pero por el momento no pueden lograrlo. Varios casos corroboran esta afirmación. El primero la crisis que estallo en Perú, con el decreto del estado de sitio de por medio, que culminó en el cambio de gabinete del presidente Toledo. El otro, el nivel de abstención en las elecciones para diputado nacionales en México, llegando al 60% del electorado. Ya sea a partir del estallido popular (Perú) como de la apatía electoral y el desprecio por la clase política (México), lo cierto es que cada vez le cuesta más a las burguesías latinoamericanas y a sus representantes generar un consenso en la población y aplicar una política económica capaz de aglutinar a vastos sectores de la sociedad. Por último la fractura interna de los partidos gobernantes tanto en Brasil como en Ecuador, que llegaron al poder con un amplio apoyo de la población, también demuestran la incapacidad de lograr un consenso en sus filas. Y como base de esta incapacidad, vemos la agudización de los problemas económicos de la región. 

Concentración y apertura de los mercados

México. La pelea por los negocios: La crisis de EE.UU. repercute de manera directa en México, debido, entre otras cosas, a que el 85% de la producción para la exportación se destinada a ese mercado. Si aquel país entra en recesión los principales grupos económicos e industriales entran en la misma situación al no poder colocar sus mercancías. Entre 1996 y 2000, el crecimiento de las exportaciones mexicanas, permitió tasas de crecimiento de la economía de 5,5% en promedio anual. Pero a partir de 2001, la recesión, todavía no superada, en la economía estadounidense imprimió un freno en la actividad productiva de México. 

Esto se agrava aún más ante la falta de un mercado interno fuerte. De esta manera, el grupo Carso, de Carlos Slim, el hombre más rico de América latina, propuso modificar la política económica del gobierno a fin de que se reoriente hacia el mercado interno, y poder realizar sus negocios. En el Análisis de coyuntura anterior, el mismo empresario había convocado a una reunión en Acapulco, para analizar la situación económica del continente, y presionar a los gobiernos para aumentar el gasto público y licitar obras para que queden en manos de los grupos privados "nacionales". 

La propuesta del empresario de modificar el modelo económico para orientarlo al crecimiento del mercado interno ya tuvo eco entre los industriales: el presidente de la Comisión de Pequeña y Mediana Empresa de la Confederación de Cámaras Industriales (Concamin), Andrés Olivella, señaló que es "imperativo" hacer "una reingeniería" de la política económica para pasar de la estabilización al desarrollo y aseguró que se puede ampliar el gasto y "coquetear un poco" con el déficit para reactivar el mercado interno. Asimismo afirmó que la política para las pequeñas y medianas empresas es igual de limitada que en el pasado, pues el fomento real y el crédito "son una fantasía" y las autoridades no parecen darse cuenta del estado de "indefensión" del sector formal, que sigue reduciéndose: "El crédito es una fantasía mientras una empresa no tenga pedidos. Necesitamos dinamizar el mercado interno, que ha sido olvidado por el actual modelo económico. Mientras la gente no tenga dinero en los bolsillos, de nada le sirve al pequeño empresario tener acceso al financiamiento, aun cuando lo hubiera." 

Según el directivo de la Concamin, es necesario reformar las leyes de adquisiciones y de obras públicas para que se cumpla lo previsto en la Ley para el Desarrollo y la Competitividad de las Pequeñas y Medianas Empresas, que prevé aumentar las compras de gobierno a este sector de 10 a 35%. 

De acuerdo con la reforma fiscal, energética y laboral, la discusión pasa por quién se queda con los negocios, a sabiendas que la apertura neoliberal a partir del Tratado Libre Comercio que entró en vigor en 1994, sólo benefició a las compañías transnacionales más concentradas, y al capital norteamericano.

Rápidamente los sectores más vinculados a los exportadores y al capital financiero, salieron a responder la propuesta. Guillermo Ortiz Martínez, gobernador del Banco de México, dijo que las reservas internacionales no se pueden utilizar para gasto y que la fórmula de crecimiento con inflación ya demostró su fracaso en las décadas de los 70 y los 80, cuando se aumentó el gasto público de 20 a 40% del PBI por medio de endeudamiento, lo que provocó inflación, déficit y estancamiento. 

El ex presidente del Consejo Mexicano de Hombres de Negocios (CMHN), Canales Clariond, consideró que uno de los aciertos del actual gobierno ha sido mantener la ''sobriedad'' en las políticas fiscal y monetaria: ''Abandonar esta disciplina no sería el mejor camino y nos podría llevar a problemas serios (...) Ciertamente, habrá que hacer algo para que la economía se active y no depender del crecimiento de EE.UU., pero no me parece que la solución sea gastar y disparar el déficit''. 

El sector bancario fue el que más se favoreció con el gobierno de Fox; las utilidades conjuntas de la banca comercial que opera en México ascendieron a más de 9.000 millones de dólares, un beneficio neto 280% superior al obtenido durante los últimos dos años de la anterior administración gubernamental, indican informes de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV). Básicamente con los mismos niveles de concentración, pero con inversionistas mayoritariamente extranjeros, el sistema bancario comercial ha sido el sector con mayores beneficios durante este gobierno, en contraste con lo ocurrido con otro tipo de empresas en las cuales se observa una tendencia descendente en las utilidades generadas. La información de la CNBV indica que en el primer trimestre de 2003 la banca comercial obtuvo 800 millones de dólares en ganancias netas, en un contexto de baja actividad económica con escasos niveles de captación y de financiamiento de las actividades productivas. 

Recesión y Desempleo

Situación educativa latinoamericana. Más allá de los índices de recesión industrial y las caídas del PBI en cada país, también podemos ver las consecuencias de las políticas neoliberales a partir de los índices educativos (los datos son de 2001). 

En una investigación realizada por la 
OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico) en la cuál participaron países de distintos continentes -Argentina, México, Brasil, Chile y Perú- los resultados fueron más que preocupantes para los latinoamericanos, ya que quedaron dentro de los últimos ocho lugares. México, Argentina y Chile quedaron muy parejos en casi todas las pruebas, lectura, matemáticas y ciencias, quedando muy lejos de los países en los puestos de avanzada. Perú ocupo el último lugar en todas las competencias.

En lo que respecta a comprensión de Lectura, para México menos de 1% obtuvo el nivel más alto de comprensión y cerca de 30% quedó en el inferior. Lo más grave es que 16% no comprende textos. En Argentina, 2% de sus alumnos se ubicaron en el nivel más alto de comprensión, 26 en el mínimo y 23 en el nivel de "incomprensión". En Chile, apenas 1% de los jóvenes tuvo el grado más alto de lectura, 28 el mínimo, y 20% no entiende lo que lee. En Brasil, 1% consiguió el grado más alto, 33 el mínimo y 23 el grado de incomprensión. La situación de Perú es dramática, porque más de la mitad de sus jóvenes no entiende los textos y ninguno alcanzó el nivel más alto de comprensión. 

Detrás de estos datos vislumbran dos problemas centrales de la región: la desigualdad social y la creciente diferenciación entre escuelas de pobres (con prácticas educativas fragmentadas, parcializadas, y sin recursos económicos) y escuelas de ricos.

Paralelo a esto los índices de deserción escolar son cada vez más altos. En México menos de la mitad de los jóvenes de entre 15 y 18 años están inscritos en una escuela de nivel medio superior. Entre 52 y 53% de quienes deberían estudiar en una institución de este tipo no se están preparando; ''no se sabe lo que están haciendo o dónde están'', advirtió el subsecretario de Educación e Investigación Tecnológica, Marco Polo Bernal Yarahuán. 

Brasil: gran superávit comercial y recesión industrial. Hace algunas ediciones que venimos remarcando el estancamiento de la economía brasileña, a pesar de la bonanza del sector externo. El mes de julio mostró nuevamente indicadores negativos. La Confederación Nacional de la Industria (CNI) aportó la última cifra negativa: el producto bruto industrial cayó en mayo 0,3%. El epicentro estuvo en la industria vinculada al mercado interno, que se revela incluso en la deflación de los precios al consumidor en junio de -0,15% (C 20/7).

Entre los logros exhibidos por el equipo económico de Lula, que comanda el ministro Antonio Palocci, está el saldo de la balanza comercial. En el primer semestre acumuló 10.000 millones de dólares, cifra que esperan más que duplicar para fin de año: “esto reduce, sin duda alguna, la ‘vulnerabilidad’ externa brasileña” (C 20/7). La suba sensible de las exportaciones impidió que el resultado del PBI fuera negativo, pero no disimuló que parte del saldo de la balanza se debió a la caída de las importaciones (4,9% anual en mayo) (GM 24/06).

Cuando Lula asumió el gobierno el primordial objetivo fue de calmar el pánico del mercado, aunque al precio de subir todavía más las tasas de interés que imperaron en el último tramo de la administración del ex presidente Fernando Henrique Cardoso. Si bien el Comité de Política Monetaria del Banco Central redujo la tasa de referencia de 26,5% a 26%, es considerada más que alta, y a esto se suma que las restricciones crediticias fueron aumentadas al subirse los encajes bancarios a un 60% por decisión del titular del Banco Central. Así, en Clarín se afirma que “la teoría financiera, compartida por el gobierno, era que la baja del riesgo país abriría un círculo virtuoso atrayendo inversiones, sin percatarse de que formaba parte del inexorable camino a la recesión (...) sin salvar las distancias, Brasil repite el escenario económico que la Argentina transitó en el 2000, donde también la marcha del riesgo país desvelaba a las autoridades. Entonces, el FMI aplaudía la gestión de la Alianza y hasta ‘premió’ con el blindaje” (C 06/7). 

El economista brasileño, Plínio de Arruda Sampaio, de vinculado con PT, hizo su balance de los seis primeros meses de gobierno en materia económica: "El ministerio de Hacienda está adoptando una combinación de política macroeconómica ultra-ortodoxa y reformas estructurales. Cree que el papel del gobierno es crear un ambiente acorde con los deseos del mercado, ya que eso promovería los negocios y el crecimiento". Pero recalcó que: "este plan no será capaz de alcanzar ninguna de estas metas. Y las reformas, del sistema de jubilaciones y del sistema tributario, se parecen a la medidas de segunda generación del Consenso de Washington” (C 20/7). La concusión es que el plan económico generará más recesión, al menos mientras siga con su política restrictiva en materia monetaria, que no alienta la inversión ni el crédito, lo que estanca el consumo y baja los índices de empleo. 

Esto traerá problemas a la alianza social que llevó a Lula al gobierno, ya expresados en las sucesivas declaraciones del vicepresidente José Alencar, portavoz de los sectores industriales que apoyaron la campaña de Lula. Si a esto le sumamos la crisis del PT, el descontento en las bases que conforman la CUT por la reforma previsional y el conflicto entre el MST y los hacendados, el panorama político del Brasil se tensa cada vez más, siendo Lula tironeado desde varios lados, por lo que parece avecinarse una época momentos de inestabilidad política recién en medio año de gobierno.

Como contrapartida, el gobierno busca una recuperación de la economía con una política agresiva de exportaciones y de acuerdos regionales. Esto repercute con fuerza particular sobre Argentina y las políticas de regionalización (ver página 15)

México. Al concluir el primer semestre del año, la economía se mantuvo sumida en la desaceleración iniciada en 2002 y con un bajo dinamismo que hará prácticamente imposible alcanzar la meta oficial de crecimiento fijada para 2003, en lo que será el tercer ejercicio consecutivo de incumplimiento en las metas oficiales. 

Según el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), la economía mexicana probablemente se encuentre en el umbral de un nuevo periodo depresivo. Los datos de mayo arrojan que la producción industrial del país registró una caída anual de 2.3% en mayo, el segundo descenso mensual consecutivo, con el cual este sector prácticamente ha entrado a una nueva fase de estancamiento 

Despidos: La empresa automotriz Volkswagen anunció que despedirá a 2.000 trabajadores sindicalizados, pues determinó reducir 24% su programa de producción para este año debido a la caída de las ventas en mercados de exportación, especialmente en EE.UU.; la empresa requiere ajustar a la baja la plantilla laboral para equilibrar sus costos y mantener la estabilidad de sus finanzas, según indicaron funcionarios de la empresa. 

La industria automotriz golpeada por la desaceleración de la economía mundial, ha ingresado al grupo de sectores en ''deterioro productivo'': durante los primeros cinco meses de 2003 la producción bajó 14.%, las ventas en el mercado nacional 4.6% y las exportaciones 10.9%, en comparación con el periodo enero-mayo de 2002, de acuerdo con la Asociación Mexicana de la Industria Automotriz (AMIA). 

Situación Política

Elecciones en México. Con algo más de 58% del padrón (64.710.000 habilitados para votar), el "partido de la abstención" fue el claro ganador en las elecciones para renovar la cámara de diputados. A esto hay que sumarle casi 3% de votos impugnados y anulados, que los medios mexicanos denominaron “rechazo activo”. La tendencia a la abstención en las elecciones viene en aumento: en 1997 y 2000 los índices de abstencionismo fueron de 36.04 y 42.31%, respectivamente. 

Partido 

%

Abstención, impugnados y anulados
61,0

Revolucionario Institucional (PRI)
13,4

Acción Nacional (PAN)

11,9

de la Revolución Democrática (PRD)
6,7

Otros 

7,0

Las elecciones fueron una derrota completa de Vicente Fox (del Partido Acción Nacional) de la burocracia gobernante, de los partidos políticos, de buena parte de la jerarquía católica y de los medios masivos de comunicación, es decir, de la llamada "clase política", que buscó a través de éstas legitimar sus cargos, sus prácticas y sus políticas, y a las políticas del gobierno, que la mayoría de los mexicanos entiende que van en contra de los intereses populares.

Tal como publicó La Jornada de México: Con esas cifras, no hay motivos para el triunfalismo de los liderazgos partidarios ni para felicitaciones por la madurez democrática. La circunstancia ameritaría más bien una autocrítica a fondo de la clase política y un replanteamiento honesto de leyes y códigos, de presupuestos, de normas y de procedimientos electorales. Una institucionalidad democrática que no logra concitar la credibilidad y la participación ciudadanas carece de sentido y termina sucumbiendo ante cualquier espejismo caudillista. A tres años de las elecciones presidenciales de 2006, los políticos deben tomar conciencia del riesgo y actuar en consecuencia. (LJDM 7/7)

Esta elección puede llegar a representar un freno a las reformas estructurales que intenta implementar el gobierno mexicano, debido a que perdió la mayoría, aunque ningún partido logró la mayoría absoluta, y tendrá que negociar para lograr las mismas; este fue el tono de Fox luego de la derrota sin hacer ninguna autocrítica: "(...) reitero mi convicción de que todos juntos construiremos de una manera responsable los acuerdos que el México actual y democrático nos demanda; lo señalé desde la toma de posesión, desde el primer día de mi gobierno, y lo reitero ahora: ¡es la hora de los acuerdos!" (LJDM 11/7)

La consecuencia más inesperada de las elecciones intermedias está siendo la reacción de los empresarios mexicanos y extranjeros y de los organismos financieros internacionales. Primero con preocupación y nerviosismo, y luego responsabilizando a Fox de manera directa del elevado abstencionismo y del fracaso electoral del PAN, y exigiéndole que se ponga a trabajar, que cambie de manera radical su "estilo personal de gobernar" y modifique a fondo el gabinete, sin faltar aquellos que sugieren que debe irse por su ineptitud. 

Brasil. Crisis en el PT. A raíz de la política económica seguida por le gobierno de Lula, una fracción del partido de los trabajadores decidió quitarle el apoyo, y empezar a criticar sus acciones. Los "rebeldes" no tardaron en ser sancionados. Entre ellos se destaca la senadora Heloísa Helena, que fue apartada del bloque de senadores del PT. La sanción llegó por parte del bloque de senadores, donde ocho se pronunciaron por la sanción y tres en contra de la misma. Lo que apuró la postura llevada adelante por el bloque fue que Helena, al oponerse a los proyectos oficiales –básicamente la reforma previsional y tributaria– terminaba votando siempre en alineamiento con el PFL, la mayor oposición del PT, cuestión que no fue tolerada por el bloque oficialista y devino en la sanción. Luego de la medida, Helena volvió a declarar que votaría a favor de la reforma si se modifican dos medidas: no elevar la edad mínima jubilatoria (de 48 a 55 mujeres y de 55 a 60 hombres) y no extender el período de contribución de los aportantes. De no ser así, votará en contra de la reforma y defendiendo su autonomía a la hora de la votación en base a que la banca le corresponde a ella (GM 03/7). De ocurrir esto, traería un nuevo conflicto con el Comité de Ética Pública por el tema de a quién le corresponde realmente la banca, si a la persona o al partido. 

Ahora bien, la disidencia no es solo de Heloísa Helena, sino que se extendió a un grupo de 12 legisladores liderados por Walter Pinheiro quienes también declararon que votarán en contra de la Ley de Reforma si no se realizan los cambios demandados en la misma, incluso, con el riesgo de ser expulsados del partido por el Comité de Ética Pública. Pinheiro dijo al respecto: “Yo no voy a ser juzgado por el Comité, prefiero ser expulsado en forma directa, si tengo que votar en contra voto, el Comité que se ocupe de juzgar a los bandidos, no a mí” (OG 10/7). El problema del partido en expulsar a un número grande de legisladores es que, además de generar una crisis de gobernabilidad, en la que aprovechará la derecha en hacer caer la imagen de Lula, reduce el número de votos, básicamente en la cámara de diputados, donde el PT tendrá rebuscárselas para sacar nuevas leyes, en las que sí habría consenso en la situación del bloque actual. 

Perú. A raíz del estallido popular (véase el Análisis de Coyuntura N° 37) se produjo la renuncia del gabinete ministerial del presidente Alejandro Toledo. Esta renuncia alentada por sectores políticos y medios de comunicación tenía el objetivo de aplacar el descontento social y permitir, a partir de un nuevo gabinete de ministros, darle un poco de aire al presidente peruano, ya que el grado de ingobernabilidad era tan grande y la imagen del gobierno tan baja que los cambios eran indispensables para que se mantengan en el poder (24/6)

Ecuador. El partido Movimiento Popular Democrático (MPD, de izquierda) anunció que dio por terminada su alianza política con el gobierno del presidente de Ecuador, Lucio Gutiérrez, a quien acusa de ser "derechista" y "fondomonetarista". Luis Villacís, dirigente y diputado por el MPD precisó que debido al alejamiento del gobierno de Gutiérrez todos los colaboradores de su partido con el Ejecutivo renunciarán en breve y de manera irrevocable: entre los principales figuran el ministro de Ambiente y el asesor presidencia; el MPD también cuenta con ocho subsecretarías en ministerios, una gobernación y una intendencia de policía en el país. 

El MPD decidió romper la alianza debido a que el gobierno de Gutiérrez, ha demostrado ser de derecha, además de que "tiene ideas de privatizar las empresas eléctricas y se entregó al Fondo Monetario Internacional (FMI)". 

El gobierno de Gutiérrez cuenta con el importante apoyo de los indígenas y Pachakutik (brazo político de los indígenas), que tienen las carteras de Relaciones Exteriores, Agricultura y Ganadería, Educación y Turismo. Los indígenas presionan, por ejemplo, para que el mandatario mantenga congelado el precio del gas de uso doméstico (de 1,60 dólares la garrafa de 15 kilos). Los organismos multilaterales de crédito piden que esa cotización sea ajustada a niveles reales, que están por encima de los seis dólares, lo que afectaría a la mayoría de la población. 

Regionalización y Militarización

Cuba-EEUU: Prosiguen las políticas norteamericanas contra Cuba. A la afirmación de Bush de actuar "silenciosa y creativamente" en Cuba, mediante "discretos proyectos", para apoyar a los disidentes y a acciones terroristas que desestabilicen al gobierno cubano, se produjeron nuevos secuestros a embarcaciones, que son llevadas a EEUU. Según la Ley de Ajuste Cubano de 1966, los cubanos que lleguen a tierra firme en EEUU obtienen automáticamente residencia y permiso para trabajar, sin importar sus antecedentes penales, lo cuál alienta la emigración ilegal de la isla. Fidel Castro, denunció que estas medidas pretenden generar un estado de confusión que permita a EEUU invadir la isla, tal como muchas veces manifestó Bush, y la comunidad cubana anticastrista en Miami. 

Sin embargo, el gobierno de Cuba y la autoridad portuaria de Corpus Christi, Texas, firmaron un convenio para facilitar el traslado de mercancías entre ambos países. El presidente de la Empresa Comercializadora de Alimentos (Alimport) de Cuba, Pedro Alvarez, que desde diciembre de 2001 su país ha comprado en EEUU mercancías por 479 millones de dólares. Esta corriente de negocios es el flanco más débil del bloqueo contra la isla y tiene partidarios en la comunidad empresarial y el Congreso de EE.UU.. Alimport ha negociado hasta ahora con más de mil compañías estadounidenses y ha traído de EE.UU. más de 300 artículos, como huevos, manzanas, granos y pollo en trozos, indicó Alvarez.

Todas las operaciones se realizan al amparo de una excepción introducida en el andamiaje legal del bloqueo. El mecanismo se basa en una parte de la legislación estadounidense que permite a Cuba comprar de contado alimentos y medicamentos.

De esta manera se expresan las fracciones de la burguesía norteamericana: una, vinculada al sector militar y petrolero, queriendo invadir la isla; la otra, más vinculada al sector alimenticio y social, tratando de abrir el mercado cubano para los productos norteamericanos.

Bloques comerciales: Mercosur/CAN/ALCA

La Comunidad Andina de Naciones (CAN) celebró su decimocuarto Consejo Presidencial con llamados a acuerdos con el Mercosur que permitan establecer un bloque sudamericano y la vista puesta en el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). Pese a las dificultades políticas, económicas y sociales que los afligen, los andinos trataron de avanzar en la integración regional aprovechando la presencia en la cumbre de Brasil, como invitado especial. El presidente de Colombia, Álvaro Uribe, propuso la adopción de un acuerdo político que permita a los miembros de la CAN asociarse incluso individualmente al Mercosur para acelerar esa integración. Brasil, ha manifestado su interés en conformar un bloque que pueda hacer un frente común en las negociaciones del ALCA, proyecto impulsado por EE.UU. para crear una zona sin aranceles desde Alaska a Tierra del Fuego a partir de 2005. 

Además de Bolivia, que pertenece a la CAN y es un socio no pleno del Mercosur, Venezuela ya ha expresado su interés en unirse individualmente a ese bloque. 

Este bloque en formación y expansión enfrenta por un lado la oposición directa de EEUU: el director ejecutivo del foro ministerial y de negocios del ALCA, Luis Lauredo, advirtió: “Los EE.UU. no van a negociar con bloques, como el Mercosur o el Pacto Andino”(LN 15/7). Claramente, la burguesía norteamericana intenta avanzar en la imposición de tratados bilaterales, por fuera de los bloques de países, en vista de la concreción del ALCA. 

Pero por otro lado sufre serias contradicciones internas. Así, la pregunta obligada es: ¿puede el Mercosur constituirse como bloque opositor a la política de EE.UU. en el continente?

Mercosur: Crónica de una muerte anunciada. Desde un principio, los gobiernos de Lula y Kirchner se presentaron como los forjadores de un Mercosur fuerte y consolidado. En rigor, lo que expresa ese proyecto son los intereses de sectores más pequeños del capital en comparación con los estadounidenses. Para estos sectores, detener el avance del capital más concentrado (norteamericano), es condición de para sobrevivir. Pero, la situación al interior del Mercosur, lejos de ser apacible, se ha convertido en un verdadero tembladeral. En Argentina, CAME (organización de la pequeña y mediana burguesía), Pro-Tejer (propietarios de industrias textiles) y la UIA (Unión Industrial Argentina) exigieron al gobierno argentino, la implementación urgente de medidas proteccionistas (cuotas, cupos) que frenen el ingreso de los productos brasileños. Esta última entidad, la más poderosa de las tres, publicó una solicitada en los periódicos locales, que es un verdadero ataque a la esencia del “mercado común”: “[...]la paridad cambiaria actual es sólo un aspecto del problema, especialmente cuando la industria brasileña entra en recesión y coloca sus excedentes comerciales en el mercado argentino. Este problema es particularmente dañino para la Argentina debido a las asimetrías de tamaño entre nuestros países [...] La industria argentina ha carecido y carece de crédito interno, de promoción de inversiones y de apoyo a las exportaciones mientras que la industria brasileña sí los tiene y cuenta con ayudas del Estado. Estas ayudas deberían haber sido eliminadas en el Mercosur como lo instituye la normativa vigente”. La sentencia final de la solicitada, no requiere de mayores explicaciones: “No volvamos a cometer los errores del pasado” (C 11/7). 

Esta es la contracara necesaria de la política agresiva de exportaciones por parte de Brasil, una política que es una imperiosa necesidad si, como vimos, se deprime su mercado interno, y la producción que ya no puede venderse en él compite con la de otros países de la región. ( ver página 12) 

Conflicto Social

Brasil. La relación entre Lula y el Movimiento Sin Tierra, se encuentra en el momento de mayor tensión. En el primer semestre de 2003 se produjeron 114 invasiones, cifra muy superior a la conocida en el mismo periodo del año anterior, cuando ocurrieron 70. El aumento de las ocupaciones desde que el ex líder sindical metalúrgico asumió la presidencia, el pasado 1º de enero, es de tal dimensión que sólo en estos seis meses la cifra supera a la de todo el año pasado: 103 casos. El número de campesinos muertos a causa del conflicto de tierras en Brasil también se incrementó ostensiblemente en estos seis meses, pues se contabilizaron 13 asesinatos, frente a 20 en todo el año anterior. Durante su campaña presidencial, Lula aseguró que era el único candidato capaz de hacer una reforma agraria "tranquila y pacífica". Las ocupaciones fueron realizadas principalmente por el MST, seguido por los grupos campesinos vinculados a la Comisión Pastoral de la Tierra (CPT) –de la Iglesia católica–, y en tercer lugar, la Confederación Nacional de los Trabajadores de la Agricultura (Contag). 

Los líderes del MST fueron recibidos en el palacio presidencial por Lula, en un intento por bajar la presión ejercida por el movimiento para acelerar la reforma agraria. La dirigencia nacional del MST, le entregó al presidente un documento con el propósito de contribuir con el Gobierno Federal a la elaboración urgente de un Plan Nacional de Reforma Agraria, tal como lo determina la ley. El presidente los recibió en un clima de diálogo, lo que trajo duras críticas desde diversos sectores, más que nada los ligados a los propietarios de tierras y sus respectivos voceros políticos. Parece ser, entonces, que el presidente tendrá que mediar, en la elaboración de la reforma agraria, por un lado, entre los campesinos sin tierra –quienes cuentan con el apoyo de los trabajadores rurales en sus diversas expresiones, sectores de la Iglesia, y algunos estados provinciales– y, por el otro lado, con los sectores latifundistas –representados por senadores y diputados de origen conservador y las corporaciones de propietarios agrarios. Si bien el gobierno federal tiene decidido enfrentar el problema, todavía es incierto el panorama próximo, ya que, como mencionamos, las ocupaciones continúan en escala y la reacción de los hacendados es organizar fuerzas parapoliciales. Desde el gobierno, rechazan las dos acciones por parte de ambos grupos, es decir, condenan las ocupaciones, porque no están contenidas ante le ley, y condenan el uso de las armas por parte de los propietarios, aduciendo a que la única fuerza que está habilitada para intervenir son las fuerzas de seguridad estatales. 

Días después, representantes de ambos sectores fueron recibidos por el presidente del Supremo Tribunal Federal (STF), Mauricio Correa. El primer turno correspondió a los propietarios, quienes fueron representados por diputados y representantes de organizaciones como la Unión Democrática Ruralista. Los voceros de los hacendados le hicieron saber al presidente del STF “que los hombres del ámbito rural van a aguardar un posicionamiento formal del ejecutivo ante las invasiones” y le pidieron al ministro del supremo tribunal “que se aplique el cumplimiento de la ley (...) en tanto esto no ocurra, aumenta el riesgo de enfrentamiento violento en el campo”, así declaró uno de los diputados que participó de esa reunión, miembro del PFL, Ronaldo Caiado, (GM 08/7). Además, también se quejaron por las ocupaciones en las tierras improductivas (tierras privadas que están fuera de la actividad), sosteniendo que esas ocupaciones son ilegales. Los representantes de los sin tierra buscaron que el Presidente del STF condene las milicias parapolicilaes de los hacendados, hecho a lo que obtuvieron una repuesta positiva, ya que declaró que “la formación de milicias de los hacendados está fuera de la ley” (OG 10/07), “es una actitud incorrecta e ilegal”, (FSP 10/07). Pero, como contrapartida, también condenó la ocupaciones de tierras improductivas –respondiendo a uno de los reclamos de los propietarios– diciendo que “si bien el STF no se ha pronunciado por el asunto, hasta ahora esas acciones están fuera de la ley, por ende, son ilícitas también”(OG 10/7).Haciendo valer ante la ley los reclamos y las posibles reformas, el Presidente del tribunal declaró que “estoy a favor de la reforma agraria, como ciudadano y como juez, pero ésta tiene que hacerse bajo la ley y la Constitución”(FSP 10/07). 

El conflicto se tensiona aún más, a raíz de la detención de uno de los líderes históricos del Movimiento de los Sin Tierra, José Rainha. El coordinador nacional del MST Gilmar Mauro no dudó de las intenciones políticas de hecho, declarando que “Fue una provocación, hay una tentativa de hacer aparecer al movimiento como una banda de facinerosos y buscan forzar una reacción violenta de nuestra parte. Pero nosotros actuaremos políticamente.” (C 13/7).

En los últimos días, las diversas agrupaciones de propietarios y estancieros rearmaron una ofensiva contra el MST, donde algunas de ellas, como el Sindicato Nacional de Productores Rurales (Sinapro), lanzó un servicio de defensa privado para que los diferentes propietarios se puedan defender de las ocupaciones, denominado Operativo tolerancia cero. “La oferta para los propietarios incluye personal armado, helicópteros, vehículos blindados, motocicletas y perros. Estos pequeños ejércitos privados vigilarán las estancias no sólo tranqueras adentro. Extenderán sus actividades a las rutas provinciales o departamentales de acceso. ‘El clima de tensión es grande’, justificó Rocha [líder del Sinapro] por causa ‘de la nueva ofensiva’ del MST” (C 20/7). 

Argentina

La pelea por las ganancias

Mientras el nuevo Poder Ejecutivo, continúa con las acciones de autobombo, renovando parte del personal político, militar y policial, en materia de políticas económicas clave sigue haciendo “la plancha”. No es accidental que así lo perciban los principales núcleos del capital más concentrado, a nivel mundial: En la Casa Blanca, en el Fondo y en Wall Street [...] se insiste en una cuestión central: aún el gobierno de Kirchner no despejó los interrogantes que mantienen los nubarrones económicos para el futuro inmediato argentino (C 4/7). También los más grandes empresarios españoles describieron al “estilo K” como de “retos en público y demora en las definiciones en lo privado” (C 18/7). Al mismo tiempo, la ejecución de cualquier medida “mínima”, que afecte al movimiento de la economía interna, genera un descalabro, mostrando la incapacidad de reconciliar intereses entre los distintos sectores de la burguesía. Observemos el proceso, parte por parte. 

Las presiones del exterior. Está claro que la denuncia por la falta de “definiciones” en el gobierno de Kirchner, no es otra cosa que el reclamo por las “reformas profundas” que el capital más concentrado internacional exige: aumento en las tarifas de los servicios privatizados, compensación a los bancos, reforma financiera, ajuste del gasto público, abandono del default.

Pero, mientras todos consideran necesarias las reformas estructurales, el consenso se rompe en cuanto a los “tiempos” de su aplicación. A grandes rasgos se delinean dos posturas, que coexisten en el FMI. La “línea dura” –cuya imagen más aberrante es Anne Krueger– y la “línea conciliadora”, más cercana al titular del organismo Horst Köhler. La primer vertiente exige, como condición para un nuevo acuerdo, el pago de los vencimientos de septiembre (por 3.151 millones de dólares, sólo con el FMI) la compensación a los bancos y la suba de tarifas, en forma inmediata. Con esta corriente se identifican también algunos de los miembros de mayor peso del Grupo de los 7 países más ricos. Concretamente EE.UU., Francia, Inglaterra y Holanda. Son los que consideran que en Argentina la transición política ha terminado (C 3/7).

En la Argentina, la delegación del Fondo encabezada por su titular, escuchó reclamos diversos: Kirchner los integró a la lista de responsables por la crisis económica del país y gritó: “Se terminó la hora de los que nos venían a retar” (C 27/6); el ministro de Economía, Roberto Lavagna afirmó categóricamente que “No podremos pagar en forma simultánea a las organizaciones multilaterales y al sector privado. No hay manera, incluso si aumentáramos el superávit fiscal” (C 11/7); Pagani –presidente de Arcor y de la poderosa Asociación de Empresas Argentinas– reclamó que el nivel de ajuste exigido por el FMI, no dañe la incipiente recuperación de la economía (C 24/6); las distintas iglesias hablaron de deuda “inmoral” y –en sintonía con Pagani– de la imposibilidad de “hacer frente al servicio de la deuda a costa de asfixiar la economía de un país” (C 30/6).

Luego de todo este despliegue retórico, Köhler se fue del país con el compromiso presidencial de llevar adelante un programa económico sustentable, que incluya importantes y trascendentes reformas estructurales (C 27/6).

Pareciera que más allá del ruido y las distintas tácticas de la burguesía “dueña del mundo”, la banca internacional, no tarda en sacar sus conclusiones. Consciente de que en donde “aprietan” explota (cabe recordar los estallidos sociales en Bolivia y Perú, tras los anuncios de ajustes exigidos por el FMI) y de la frágil situación social argentina, el Fondo “garantizó” la concreción de un nuevo acuerdo por tres años. 

No obstante esto, una provocación del “ala dura” sirvió como demostración de fuerza, y de la capacidad del capital más concentrado de, en última instancia, patear el tablero de la frágil “estabilidad” argentina. Desde el periódico local El Cronista, se emitió un supuesto informe del FMI (nadie lo desmintió posteriormente) en donde se sugería la inclusión como parte de la deuda en default (probablemente recortada en una futura renegociación) a los Boden; es decir, a los bonos emitidos por el estado argentino luego del default, entregados a ahorristas, jubilados, trabajadores estatales y a los bancos. Los Boden suman una deuda por 14.187 millones de dólares y se proyecta emitir por unos 26.000 millones más (C 3/7). Por eso, un golpe de este tipo, a lo que es un pilar fundamental de la ingeniería económica de Lavagna, puede conducir a un verdadero caos. Consiente de esto, el secretario de Finanzas, Guillermo Nielsen, se apuró a negar una política de este tipo y denunció: “Un sector de la estructura burocrática del FMI está trabajando a través de operaciones de prensa para sabotear la relación con la Argentina” (C 3/7). 

Por último, a las presiones del exterior se sumaron las de la burguesía española, con fuertes inversiones en la Argentina, y las del gobierno de EE.UU. Los empresarios españoles dijeron, luego de discutir en duros términos con Kirchner, que de éste no esperaban ni definiciones, ni “soluciones” ni “gestos de acercamiento” (C 18/7). Por el lado de la burguesía norteamericana, se ve claramente que intenta imponer tratados bilaterales, por fuera de los bloques de países, en vista de la concreción del ALCA. Frente a ello, el Mercosur tiene una capacidad limitada en tanto la concordia entre sus miembros es más que dudosa. (ver página 15)

El descalabro interno. En un marco de presiones internacionales en aumento y con una alianza regional congelada, la situación interna no ofrece perspectivas optimistas. De hecho, este mes, estallaron varios puntos de conflicto, dejando en claro que “la pelea por los negocios” implica vencedores y vencidos, en términos absolutos. Veamos un ejemplo acontecido este mes. 

El gobierno anunció un aumento en las jubilaciones y salarios mínimos; y la incorporación al salario de los 200 pesos que recibían los privados como plus “no remunerativo” (no integrado al aguinaldo, vacaciones, indemnización, etc). Las centrales sindicales (ambas CGT y CTA) dieron la bienvenida a la medida, pero aclararon que no es suficiente. Por un lado, el aumento profundiza la dispersión al interior de la clase obrera. De hecho sobre una población activa de 14 millones de ciudadanos, los trabajadores alcanzados por esas medidas suman apenas 3 millones (C 20/7). Pero, fundamentalmente la queja contundente provino de la entidad del capital UIA: “No compartimos la decisión gubernamental de apartarse de la política de diálogo en materia de relaciones laborales, sustituyéndola por las decisiones unilaterales [que] no respetan tanto los principios internacionales como la legislación nacional”. Finalmente los “industriales”, intentando sumar a su causa el peso de la pequeña y mediana burguesía (y sobre todo alejarla de una posible alianza con los trabajadores), “advirtieron” que la política de aumentos “afectará fundamentalmente a las pymes y eso repercutirá en su capacidad para generar empleo” (C 18/7).

Con todo, el descalabro siguió ramificándose hacia otros sectores de la sociedad. El conflicto que generó más ruido, se desarrolló en torno a los bancos y a los deudores. Puesto que, luego de la devaluación y su posterior pesificación, las deudas y los créditos se ajustan según el coeficiente de variación salarial (CVS); el movimiento ascendente de los salarios, es seguido por uno idéntico en las cuotas que pagan los deudores. Dicha perspectiva, que afecta a unas 500.000 personas, atizó los fuegos internos de todos y cada uno de los sectores en pugna. Desde la agrupación de deudores ADA se expresó la situación sin eufemismos: “Nadie en este país puede pagar una cuota con indexación”[...] el impacto del CVS es un golpe para que “cientos de personas vean rematadas sus viviendas en forma inminente” (C 13/07). Los bancos arremetieron inmediatamente: Desde ABA (Asociación de Bancos de la Argentina) que nuclea a los más grandes, extranjeros; se dijo “No se cambian las reglas de juego”. Fue el titular de esta última entidad, Mario Vicens, quien hizo una defensa descarnada de la tan mentada (sobre todo por el FMI) “seguridad jurídica” (C 15/07). La contra-respuesta, provino del titular de la SIDE, Sergio Acevedo, que arremetió contra los bancos: “Que los bancos estén anunciando que esto traerá inseguridad jurídica es un absurdo, porque si hay entidades que han roto la seguridad jurídica son las instituciones financieras” (LN 16/07). En medio de la vorágine, el ministro de Trabajo, Carlos Tomada, dejaba caer, confundido: “Veremos que medidas tomamos” (C 13/07).

La presión de la banca, no paró un minuto. A la compensación que exigen, por los amparos y la pesificación de los créditos –que calculan en unos 3.600 millones de dólares– suman otros 1.120 millones de pesos, por el aumento del CVS. El gobierno retrasa el pago de semejante cuenta, pero entiende que la situación no es de fácil resolución. Los poseedores de deuda no están en condiciones de pagar el ajuste. Este frente se prendería rápidamente (con el riesgo de convertirse en aliado del movimiento de trabajadores ocupados y desocupados). Los bancos, y los organismos de crédito (FMI a la cabeza) exigen la compensación y mantienen la situación de “falta de crédito” y tasas altas a todo tipo de préstamos; es decir, mantienen estática a toda la economía. La presión de los bancos se aviva aún más, en un contexto de aumento continuo de la morosidad de los créditos otorgados. De hecho, la situación de morosidad se cuadruplicó respecto de 1998: El 44% de los créditos otorgados al sector privado no se está pagando al día (C 16/7). Y es también un hecho que, la mayor parte de esa deuda impaga (más del 60%), corresponde a créditos tomados por las grandes empresas. 

Mientras tanto, y antes de la explosión del descalabro, el autobombo del “estilo K” encuentra también sus limitaciones al intentar la recomposición política de la clase dominante.

La pelea política

Si bien la dirigencia tomó conciencia acerca de la necesidad de la “limpieza” para garantizar la “gobernabilidad”, ninguna facción quiere perder terreno y todos aprovechan para eliminar facciones contrarias, resistiendo cuando la escoba barre cerca. En tanto, el Gobierno acepta este juego, presionado por la población para avanzar con las reformas y obligado a consensuar con las diferentes facciones de la dirigencia para gobernar.

Ante esto, la Iglesia llamó una vez más a terminar con la lucha facciosa, a través del titular de la Comisión Episcopal de Pastoral Social, monseñor Carmelo Gianquinta (Resistencia): “la profunda crisis moral del país no se superará con el cambio del gobierno, porque en las últimas décadas una corrupción espantosa minó todas las estructuras de la Argentina”. Gianquinta lamentó que los partidos políticos “se hayan corrompido profundamente, adoptando estilos mafiosos de proceder” (LN 7/7). Pero no hay peor sordo que el que no quiere oír. Recorramos nido por nido.

Gobernaciones. Al interior del PJ, la imposibilidad de consensuar un candidato único en las elecciones provinciales, muestra la gravedad de las fracturas. 

En las elecciones a Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el PJ apoya a un extrapartidario, Mauricio Macri, mientras el gobierno apoya a otro extrapartidario, el actual Jefe de Gobierno, Aníbal Ibarra.

En la UCR porteña, la situación es similar. El candidato oficial es Cristian Caram, pero un sector de “disidentes” apoya a Ibarra, otro a Patricia Bullrich, y un tercer sector a Macri (LN 18/7).

En Misiones, Kirchner apoya al gobernador Carlos Rovira, con un frente no peronista junto a un sector del radicalismo. Esto provocó una fractura entre duhaldistas y kirchneristas. Duhalde apoya al candidato del PJ, Ramón Puerta, quien por otro lado está identificado con el menemismo. A su vez, Puerta, que se define de centro y critica en privado las posturas de centroizquierda de Kirchner, articuló en el nivel de municipios una alianza con Ricardo López Murphy (LN 17/7).

Todo esto provocó amenazas desde la conducción del PJ: Hay que castigar a los que saquen los pies de plato”, señaló el gobernador pampeano Rubén Marín (C 11/7). Marín, junto con el riojano Maza y el salteño Romero, son actualmente los “tres mosqueteros” de Menem en la plana mayor del PJ. 

Pero en cada provincia, según la facción que conduzca, está bien o mal apoyar extrapartidarios. El PJ bonaerense, por ejemplo, amenazó con expulsar a quienes apoyen o formen listas extrapartidarias La medida apunta a los opositores de la reelección de Felipe Solá (C 3/7).

En Tierra del Fuego se eligió gobernador. Mientras el presidente apoyaba la lista del PJ encabezada por el menemista Manfredotti, triunfó el opositor radical Colazo, encabezando un frente con ex justicialistas, “adolfistas”, frepasistas e independientes. La abstención trepó al 28%, a lo que se le suma 5% de votos en blanco y nulos. Que el descreimiento de la población en los políticos está vigente, sale de los mismos datos. Y no es para menos. El gobernador electo tiene dos procesos judiciales como intendente de Río Grande, por contratos ilegales y defraudación al fisco. Además, la semana previa al balotaje contó con amenazas, ataques y denuncias de fraude: los titulares del bloque radical de Diputados denunciaron que seis aviones de la Fuerza Aérea, que habrían sido pagados por la administración fueguina, repletos de votantes justicialistas llegaron durante la semana a Tierra del Fuego e incidieron en las elecciones locales (...) El clima electoral se convirtió en un hervidero de punteros del PJ y del FUP, tejiendo reuniones para sumar apoyos sectoriales. Por eso, el gobierno puso todo el aparato del Estado al servicio de la continuidad de Manfredotti. “Se usaron los fondos del Estado en beneficio del justicialismo”, destacó el vicepresidente del bloque de la UCR, Mario Capello (LN 26/6).

Todo esto fracturó también al bloque de legisladores justicialistas: Con la inocultable intención de fortalecer desde el Parlamento las acciones de gobierno de Kirchner, 16 legisladores del PJ conformaron una Corriente Federal en Diputados. (LN 26/6).

Las consecuencias no sorprenden: En una encuesta realizada por Transparencia Internacional en 47 países, la Argentina y Japón fueron los países en los que más cantidad de gente apuntó contra los partidos políticos como principal foco de corrupción. El 93% de los argentinos consultados cree que la corrupción afecta de manera muy significativa la vida política nacional (C 5/7).

Es evidente la imposibilidad de la dirigencia por mostrarse transparente, porque sin acuerdo entre las distintas facciones, es imposible gobernar: según reveló uno de los dos ministros del duhaldismo puro que integran el gabinete, “Kirchner entendió que en los distritos grandes, por lo que significan, no se puede hacer otra cosa. Hoy estamos en el veranito, pero a fin de año habrá leyes importantes en el Congreso para las que vamos a necesitar a los legisladores del PJ... Sin tropa propia, hacer frente a la compensación a los bancos, por ejemplo, va a ser un parto” (LN 11/7).

Policía y Fuerzas Armadas. Tras el reemplazo en las cúpulas, el gobierno avanza con su postura: Kirchner advirtió que las instituciones del país, incluidas la policía, no gozan de la confianza de la gente porque “la dirigencia no está a la altura de las circunstancias” por la corrupción y por “cuadros innobles de las policías argentinas” (LN 3/7). 

En el avance sobre las cúpulas policiales, fue separado de su cargo el jefe de la policía bonaerense, Alberto Sobrado, por no poder justificar una cuenta bancaria en las Bahamas, y toda la plana mayor de la policía bonaerense es investigada en busca de otros “tesoros” secretos. Sin embargo, en cada olla que se destapa aparece implicada toda la institución. Unas semanas antes de conocido este hecho, un ex comisario, Norberto Difiori, había admitido que recaudaba ilegalmente fondos provenientes del delito, y que enviaba parte de ese dinero a sus superiores. (LN 4/7).

Además, fueron separados el comisario mayor Aníbal Degastaldi, titular de la Delegación Departamental de Investigaciones (DDI) de Quilmes, por enriquecimiento ilícito y vinculación con bandas de secuestradores (LN 17/7); el comisario mayor de la bonaerense José Ferrari, acusado de privación ilegítima de la libertad, apremios ilegales y violación de domicilio (...) y el cabo primero José Musso y el agente Cardozo por privar de la libertad y golpear a un menor de 15 años en Villa Fiorito (LN 19/7).

Sin embargo, estos cambios no parecen surtir mayor efecto. El analista político Eduardo van der Kooy recuerda en su editorial que éste es el tercer cambio de jefe de la bonaerense durante el gobierno de Solá, “sin que ello haya alentado ningún cambio real en la institución“ (C 6/7).

En las Fuerzas Armadas, al malestar por el pase a retiro de la plana mayor realizado apenas asumido Kirchner, se suma ahora el consentimiento al pedido del juez español, Baltasar Garzón, para juzgar en España a militares argentinos por crímenes cometidos durante la última dictadura, y la posible anulación de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final: el canciller Bielsa escuchó de boca de los propios jefes los problemas en los que se encontrarían para conducir las fuerzas si se avanza en la extradición de uniformados (LN 24/6). Y también la Iglesia, aliado estratégico del último gobierno militar en la Argentina, opinó sobre el tema a través del arzobispo de La Plata, monseñor Héctor Aguer: “si estamos siempre hurgando el pasado, es muy difícil que se establezca la paz” (C 15/7).

Además, militares retirados y en actividad, junto a ex policías, miembros de una entidad cívico militar que reivindica principios nacionalistas denominada Aunar, publicaron una solicitada en matutinos porteños, criticando abiertamente el accionar del gobierno, en la que advierten que “por ideología, revanchismo y la presión de algunos argentinos residentes en el exterior, el gobierno nacional podría llegar a posibilitar que un gobierno extranjero avasallara a la soberanía del Estado, la Constitución, las leyes y los derechos de los argentinos que juró defender” (LN 19/7). La Armada sancionó a los integrantes de su fuerza que firmaron el reclamo.

Mientras tanto, el gobierno apela a enfrentar a las cúpulas con sus subordinados. Ante el alto mando de la policía bonaerense, el ministro de Seguridad, Juan Pablo Cafiero, sentenció: El que no pase el examen patrimonial me va a tener que acompañar al entierro del próximo policía muerto y le va a tener que dar explicaciones a la familia de éste” (LN 6/7). Lo propio hizo Kirchner en la “cena de camaradería” ante el alto mando de las Fuerzas Armadas, al señalar: “Hace a la preservación de la institución, en su rol histórico, político y estratégico, separar la paja del trigo. Hacerse cargo de lo que cada uno hizo sin pretender escudarse en el prestigio de la institución” (LN 9/9). Y por si no queda claro a qué se refirió, el ex jefe del Ejército, teniente general Martín Balza, llamó a los ex comandantes y ex jefes de las Fuerzas Armadas a que “pongan la cara ellos ante la Justicia, porque un oficial nunca puede deslindar la responsabilidad en sus subordinados. Duele que los jóvenes oficiales estén respondiendo porque los superiores que les impartieron las órdenes no tengan los atributos necesarios para presentarse a la Justicia y decir: Yo lo ordené” (LN 9/9).

PAMI. Tras intervenir la entidad, el gobierno desplazó del directorio a los dos representantes de la CGT, pertenecientes al círculo de Luis Barrionuevo, a quien la CGT le pidió que cerrase la boca en torno de la ofensiva oficial contra los directores sindicales en el PAMI (LN 1/7). Pero el desplazamiento implica la pérdida de control de fondos por parte de los gremios, y entonces empiezan las denuncias entre facciones, en las que las de acá acusan de corruptas a las de allá y viceversa. Por supuesto, todas ellas tienen razón. Un ejemplo de esto es la declaración de Moyano, líder de la CGT rebelde: “Nos vemos venir que muchas gobernaciones van a echar mano de esos fondos para atender a otras necesidades” (C 9/7).

Corte Suprema. Luego de hacer renunciar al presidente de la Corte, Julio Nazareno, el Congreso avanza con el juicio político a otro icono del menemismo en el tribunal: Moliné O´Connor. 

Mientras tanto, el gobierno presentó públicamente a Eugenio Zaffaroni como su candidato para ocupar el lugar vacante, siendo cuestionado por la “derecha”: el ex candidato a presidente Ricardo López Murphy expresó su desacuerdo con las posturas jurídicas y políticas de Zaffaroni, por considerarlas muy permisivas con la delincuencia; y su candidata a Jefa de Gobierno porteño, Patricia Bullrich, señaló que “es peligroso que su doctrina llegue en este momento del país. Es un hombre que no cree mucho en las penas ni en las cárceles” (LN 4/7). Más duro aún fue el editorial del día 4/7 del diario Ambito Financiero, conducido por Julio Ramos, donde se describe a Zaffaroni como “un jurista soltero, sin hijos, que favorece el consumo de drogas y la prostitución, y protege más que nadie al delincuente contra el ciudadano común moderado, lo que significa instalar un magistrado antifamilia en el máximo tribunal jurídico del país”.

Conflicto social

En uno de los actos más importantes del mes, el 25 de junio, comenzó la jornada de vigilia en Puente Pueyrredón, a un año (el día 26/06) de los asesinatos de los piqueteros del MTD Aníbal Verón, Maximiliano Kosteky y Darío Santillán, durante una intensa represión policial. El día 26, al corte del puente se sumaron las distintas agrupaciones piqueteras (C y LN 25 y 26/7).

El día 1º de Julio, en Santa Fe, centenares de evacuados sitiaron la ciudad, levantando piquetes, reclamando su incorporación al subsidio familiar de 1.200 pesos, que entrega el gobierno de la provincia (LN 2/7).

El 2, 2.000 vecinos en Lanús, exigen frente a la comisaría, el relevo del jefe de la seccional, tras el asesinato de Vilma Godoy (C 6/7) 

El día 4, unas 1.500 personas marcharon en Wilde para concentrarse frente a la Comisaría 5°, luego del asesinato de un joven de 22 años. Los vecinos insultaron y provocaron la huida del Intendente de Avellaneda, que intentó acercarse al lugar. El día 8 los familiares instalaron una carpa en ese lugar. En esos días también se registraron movilizaciones por las mismas causas en Lomas del Mirador y Villa Ballester (C 5 y 9/7). Finalmente el 11, en Wilde, los familiares del joven asesinado y los vecinos, agradecieron a la policía, por haber detenido a los sospechosos (C 12/7).

El 14, un paro sorpresivo impactó en todas las líneas de subte, impulsado por una comisión interna de los trabajadores de Metrovías que está enfrentada a la dirección gremial de la UTA. De hecho la dirección de la UTA, quedó “afuera” de la decisión de parar (C y LN 15/7). 

Al otro día los trabajadores de TBA (Trenes de Bs.As.) realizaron una novedosa huelga: dejaron de cobrar y controlar boletos, por varias horas. Las demandas son: “seguridad, mejores salarios y condiciones de trabajo y de servicio” (LN 16/07).

Por último, el día 16, los trabajadores estatales de la provincia de Buenos Aires, se manifestaron en La Plata, reclamando ajustes salariales (LN 17/07).

Seguridad y Militarización

En seguridad interior se trabaja sobre cuatro ejes:

I. Despliegue territorial masivo y permanente. Miles de policías, gendarmes y prefectos fueron sumados a los retenes instalados desde hace más de un año en el conurbano y en los accesos a la Capital y sus principales avenidas. El gobierno lo denominó “Operativo Saturación”, y se apoya en el pedido desesperado de la población debido a la ola de inseguridad (ver Conflicto social). Sin embargo, las intenciones quedan más claras cuando se ve qué se trata de prevenir: el esquema de trabajo, coordinado por el denominado Estado Mayor Conjunto (ver Análisis N° 37, pág. 24), se basa en los operativos dispuestos para los días 19 y 20 de diciembre de 2002, cuando se montó un fuerte dispositivo de control ante la posibilidad de desbordes a un año de la sucesión de saqueos que precedió a la renuncia de Fernando de la Rúa (LN 29/6). Dicho operativo estaba preparado para controlar saqueos y levantamientos populares, y no secuestros express, robos de automóviles o violaciones. ¿Será que mientras la población está preocupada por la ola de delitos, el gobierno está preocupado por la conflictividad social?

II. Actuación conjunta de las distintas fuerzas. En el juicio que se sigue por los asesinatos de Santillán y Kosteki durante la represión a una movilización piquetera el día 26 de junio de 2002, los fiscales Juan José González y Adolfo Naldini concluyeron que hubo un plan de actuación conjunta de policía federal, bonaerense, y prefectura, para “matar manifestantes” (LN 26/06).

Sin embargo, la actuación conjunta trae serias dificultades. El control territorial permite a cada fuerza realizar sus propios “negocios”, por lo que la intromisión de agentes de una fuerza ajena, implica sino perder dichos “negocios”, por lo menos compartirlos. Por lo tanto, nadie confía en nadie: Fuentes del Ministerio de Seguridad dijeron que la Gendarmería y la Prefectura realizarán controles en distintos puntos del conurbano, pero que no serán puestos en conocimiento de la policía bonaerense hasta su comienzo (LN 11/07).

III. Acercamiento con la población. Las medidas no son iniciativas del gobierno, sino la reacción ante la ola de movilizaciones en diferentes puntos del país por la vinculación entre policía y delincuencia. En este marco, el ministro de Seguridad bonaerense, Juan Pablo Cafiero, señaló: “Quiero una policía más transparente y que se relacione de otra forma con la comunidad” (C 5/7).

En la Ciudad de Buenos Aires, además de saturar las calles de policías, se impulsa un sistema de encuestas para que los vecinos opinen sobre el funcionamiento de la fuerza. Con esto, se apunta por un lado a conocer el estado de ánimo de la población, y a su vez a aislar a los vecinos para que el Estado sepa lo que piensa cada uno, sin que intercambien entre sí opiniones al respecto y se autoconvoquen. Esto se desprende claramente de las declaraciones de Gustavo Béliz, Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos al lanzar el plan: “No queremos esas reuniones asambleístas desordenadas donde van a operar agrupaciones políticas. Queremos trabajar con los vecinos en forma permanente, sostenida y la encuesta es una forma de hacerlo” (C 11/07).

Por otro lado, en San Luis los trabajadores desocupados que perciban el plan de empleo local, deberán en contraprestación actuar como policías reportando actividades sospechosas, delictivas o peligrosas (LN 03/7). Desde la oposición enseguida llegaron las críticas: “Es un disparate que a una persona desocupada se la utilice como escudo humano para cumplir tareas de seguridad que le corresponden a la policía (...) Es una manera de que la policía se desentienda de sus verdaderas funciones y se use a la gente como espías (...) Responde al pensamiento de un esquema autoritario que implicaría establecer un mayor control social desde el Estado y una forma de mantener cautivo a un amplio sector de la sociedad que hoy está desprotegido por problemas de desocupación”, cuestionó el diputado Jorge Daffra, del Frente por la Gente (LN 3/7). 

IV. Herramientas legales de control. Apoyados en la sensación de inseguridad, Diputados sancionó un paquete de leyes que permitirá a los fiscales tomar declaración al imputado sin presencia del juez, ordenar escuchas telefónicas, y realizar allanamientos sin orden judicial previa (LN 17/7). 

Al mismo tiempo, se ordenó a los jueces de paz de la provincia de Buenos Aires, actuar sobre delitos sobre los que no tienen jurisdicción, lo que provocó el rechazo de algunos magistrados por la falta de recursos para llevar adelante dicha tarea. 
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